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os forjadores de la Constitu-
ción de los Estados Unidos
dejaron que las generaciones

futuras resolvieran el problema
de la esclavitud y, por otra parte,
la Guerra Civil y la Reconstrucción
brindaron sólo un alivio temporal
de la discriminación racial contra
los ex esclavos y su descendencia.
Sin embargo, a mediados de la
década de 1950, la Corte Supre-
ma de la república ya había em-
pezado a someter a un estricto
escrutinio judicial las leyes que
implicaban discriminación por
causa de la raza, el color o el ori-
gen nacional de las personas y
prohibió prácticamente todas las
formas de discriminación racial
basadas en la discapacidad.

También el Congreso empezó a
proscribir la discriminación racial
pública y privada en los rubros de
sufragio, empleo, alojamiento pú-
blico, vivienda y programas paga-
dos con fondos federales. Más
tarde, ese alto tribunal sometió
además a un mayor escrutinio las
leyes basadas en el género, al
tiempo que el Congreso no sólo
proscribió la discriminación por
motivos de género en los más
diversos rubros, sino también
cualquier desigualdad en el trato
a la gente que padece de alguna
discapacidad.

Los debates sobre la expansión
de los conceptos en torno a la
igualdad figuran entre los episo-
dios más dolorosos, pero profun-
dos, de la historia de los Estados
Unidos. Con la posible excepción
de las sociedades más homogéne-
as, el trato justo a las minorías es
una de las responsabilidades más
fundamentales y difíciles de un
país. No hay forma en que una
sociedad pueda tratar a todas las
personas en forma idéntica y
cumpla, al mismo tiempo, con sus
funciones legítimas. Los gobier-
nos están obligados a establecer
con regularidad los límites de sus
leyes, dividiendo o clasificando a
la población en grupos separados
y tratando a los miembros de un
grupo en forma más o menos
favorable que a los de otro. Las
tasas tributarias que varían según
el nivel de ingresos, lo mismo que
los requisitos sobre la edad míni-
ma para votar u obtener el per-
miso para conducir un automóvil,
son ejemplos ordinarios de estos
reglamentos. Se estima que este
tipo de clasificación es legítimo

mientras esté al servicio de intere-
ses sociales importantes y se ape-
gue a la ley, y es razonable esperar
que los ciudadanos obedezcan
esas disposiciones.

En cambio, las políticas que
establecen diferencias entre los
grupos de personas por causas de
raza, origen nacional, anteceden-
tes étnicos, género, credo religio-
so u otros factores por el estilo,
parecen ser irrelevantes, en sí mis-
mas, para las metas de gobierno
que la gente razonable considera
legítimas. Cuando los gobiernos
tratan a unas personas en forma
menos favorable que a otras, a
causa de sus características de na-
cimiento u otras consideraciones
que parecen tener poca relación
con los beneficios que esa gente
podría recibir, o con las cargas
que sería lógico esperar que so-
portara, surge la sospecha de que
los funcionarios en el cargo estén
actuando por simple prejuicio y
bajo suposiciones de estereotipos
sobre el valor y el comportamien-
to de las personas, en lugar de
trabajar por el logro de metas
públicas claramente lícitas.

Sin embargo, más allá de esos
principios, el grado en el cual las
calificaciones de grupo son perci-
bidas como injustas –y, por ende
rechazadas– depende en gran me-
dida de las actitudes sociales pre-
valecientes. Cuando los grupos
elegidos como objetivo son una
minoría numérica de la población
de la sociedad, tienen rasgos físi-
cos distintivos o estilos de vida
que los demás juzgan extraños y
poco atractivos, si por largo tiem-
po han estado sujetos a cargas
invalidantes con la anuencia del
gobierno o si profesan creencias y
prácticas políticas o religiosas hete-
rodoxas, la resistencia social al
cambio es muy fuerte y la asimila-
ción cabal de esos grupos a la so-
ciedad puede parecer imposible.

El maltrato a las minorías y
otros grupos no es exclusivo de
los sistemas autoritarios cuyo res-
peto por el estado de derecho es
escaso o nulo. En la década de
1960, los británicos, a pesar de su
añeja tradición de adhesión a los
principios democráticos y la equi-
dad esencial, no tuvieron más re-
medio que mirar con ánimo críti-
co la forma en que trataban a las
poblaciones de inmigrantes no
blancos. Más aún, es obvio que la
lucha histórica en torno a la escla-

vitud y sus vestigios ha figurado
entre los hechos jurídicos y
sociales más profundos de la
experiencia de los EE.UU.

Incluso cuando una nación
decide poner fin a la discrimina-
ción contra las minorías raciales u
otros grupos desfavorecidos, tiene
que responder una serie de inte-
rrogantes acerca de cuál será la
forma apropiada de aliviar la
situación. ¿Las políticas contra la
discriminación sólo serán obede-
cidas por los funcionarios del
gobierno? ¿O se deberán aplicar
también a personas e institucio-
nes privadas? ¿Será suficiente
acabar con la discriminación de-
nunciada? ¿O habrá que corregir
los efectos de las desigualdades
del pasado; por ejemplo, dando
un trato preferente a los miem-
bros de los grupos desfavorecidos
que buscan empleo, mejores
puestos de trabajo, admisión a
escuelas superiores y otros benefi-
cios? En suma, ¿las desigualdades
del pasado engendran derechos
en el futuro? Si es así, ¿los benefi-
cios deben ser sólo para las per-
sonas que sufrieron la discrimi-
nación en el pasado o se tendrán
que conceder a todos los miem-
bros de ese grupo en especial?

La discriminación: una afrenta
para una sociedad democrática

Virtualmente en toda su historia,
Estados Unidos se ha visto obliga-
do a confrontar ese tipo de cues-
tiones para resolver gran variedad
de asuntos que afectan a las mino-
rías y a otros grupos desfavoreci-
dos, desde la penosa lucha contra
la esclavitud y sus vestigios, y la
expansión de los principios de
igualdad en el país contra la dis-
criminación de género y otras de
tipo no racial, hasta los intentos
de definir y garantizar un campo
de juego competitivo y nivelado
para la población discapacitada, o
los esfuerzos recientes para que la
orientación sexual se incluya en-
tre los derechos del individuo a lo
confidencial protegidos por la ley.

Varios temas básicos han im-
pregnado todos y cada uno de
esos movimientos. El primero es
la idea de que ciertas formas de
discriminación son una afrenta al
concepto mismo de la sociedad
abierta y democrática. El presi-
dente John F. Kennedy evocó con
elocuencia este principio en su
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discurso a la nación a raíz de la
integración de la Universidad de
Alabama, por orden de la corte
en 1963, contra la oposición del
gobernador segregacionista del
estado, George Wallace. Esa tarde,
el presidente dijo: “Espero que to-
dos los estadounidenses, no impor-
ta dónde vivan, examinen su con-
ciencia sobre éste y otros inciden-
tes de ese tipo. El país fue funda-
do por gente de muchas naciones
y orígenes. Fue creado sobre el
principio de que todos los hom-
bres han sido creados iguales y
que los derechos de todos sufren
menoscabo cuando los derechos
de un hombre son amenazados”.

Más tarde en ese verano, Mar-
tin Luther King, Jr., el líder más
importante de los derechos civiles
en aquella época, expresó en for-
ma conmovedora otro de los le-
mas básicos del movimiento por
la igualdad, en su discurso “Tengo
un Sueño”, que fue el clímax de
la marcha a Washington realizada
en ese año a favor de los derechos
civiles. Al hablar ante una multi-
tud de 200.000 personas en el mo-
numento al presidente Abraham
Lincoln, quien firmó la proclama-
ción de la emancipación que puso
fin a la esclavitud, el Dr. King la-
mentó la falta de equidad de una
sociedad donde la política pública
y la práctica privada se basan en
estereotipos sobre el valor de los
seres humanos. “Tengo el sueño”,
proclamó King, “de que mis cua-
tro hijos pequeños vivirán un día
en una nación en la que no serán
juzgados por el color de su piel, si-
no por la firmeza de su carácter”.

Por último, los movimientos en
defensa de minorías de otros gru-
pos desfavorecidos han sido moti-
vados por consideraciones prácti-
cas basadas en el interés propio y
han ganado apoyo a partir de él.
Si a una sociedad se le permite
discriminar a cierto tipo de perso-
nas, ¿qué podrá impedir que lleve
también a la práctica sus demás
prejuicios? Muchos ciudadanos se
percatan de que la discriminación
contra los miembros de una raza,
religión, origen étnico o práctica
u orientación heterodoxa puede
conducir a ataques contra otros
grupos escogidos.

La campaña contra la esclavitud

Bajo la influencia de esas inquie-
tudes, Estados Unidos ha amplia-

do poco a poco los tipos de discri-
minación que ya no está dispues-
to a tolerar y ataca en la en arena
judicial, legislativa y ejecutiva, y
también en el tribunal de la opi-
nión pública. La campaña contra
la esclavitud y sus vestigios ha sido
la más frustrante y larga de todas.
Cuando el país festejaba el bicen-
tenario de la creación de su Cons-
titución, en los años 80, Thurgood
Marshall, elegido en 1967 como
el primer afro-estadounidense que
llegó a ser miembro de la Corte
Suprema de la nación, declaró que
la gente de su raza tenía pocos
motivos para aplaudir la promul-
gación de la Constitución original.
Lejos de eso, dijo Marshall, los
afro-estadounidenses deberían re-
servar sus elogios para la 13ª, 14ª
y 15ª Enmiendas a la Constitución,
los decretos de la Guerra Civil y
de la época de la Reconstrucción
en contra de la esclavitud y la dis-
criminación en el voto y otras
esferas de la vida nacional.

Se puede argumentar que el
magistrado Marshall acertó en mu-
chos aspectos. Después de todo, la
Constitución original de 1787 dis-
puso que un esclavo contara como
tres quintas partes de una perso-
na al determinar la población de
cada estado y, por ende, el núme-
ro de sus delegados en la Cámara
de Representantes, es decir, la cá-
mara baja del Congreso nacional.
La Constitución contenía también
una disposición que prohibió has-
ta 1808 la aprobación de cualquier
enmienda o estatuto que restrin-
giera la importación de esclavos, y
garantizó a los dueños de éstos la
devolución de los esclavos fugiti-
vos, aunque éstos hubieran huido
a estados donde la esclavitud estu-
viera proscrita por la ley. Más aún,
en vísperas de la sangrienta Gue-
rra Civil de la nación por la causa
de la esclavitud y otros temas co-
nexos, la Corte Suprema resolvió,
en el caso Dred Scott vs. Sandford
(1857) que los afro-estadouniden-
ses, libres o esclavos, no eran ciu-
dadanos de los EE.UU. y estaban
excluidos de los derechos que la
Constitución otorga al ciudadano.

espués de la Guerra Civil,
el Congreso aprobó y los
estados ratificaron una se-

rie de enmiendas a la Constitu-
ción, a fin de garantizar todos los

derechos de ciudadanía a los ex
esclavos liberados durante la gue-
rra por medio de la Proclamación
de Emancipación del presidente
Lincoln en 1863. La disposición
clave de la 14ª Enmienda, ratifica-
da en 1868, es: “Ningún estado
formulará ni pondrá en vigor ley
alguna que menoscabe los privile-
gios o prerrogativas de los ciuda-
danos de los Estados Unidos; así
mismo, ningún estado podrá pri-
var de la vida, la libertad o la pro-
piedad a una persona, sin el debi-
do proceso de ley; tampoco podrá
negar la protección de las leyes
en un plano de igualdad a perso-
na alguna en su jurisdicción”.

La aprobación y aplicación ini-
cial de esas enmiendas de la Re-
construcción sólo puso un alto
parcial y temporal a la discrimina-
ción contra las minorías en los
EE.UU. En el ejercicio de sus fa-
cultades para poner en vigor las
disposiciones de las enmiendas, el
Congreso aprobó varios estatutos
importantes sobre derechos civi-
les. La Ley de derechos Civiles de
1875, por ejemplo, prohibió la
segregación o discriminación ra-
cial en transportes públicos, hote-
les y teatros. No obstante, aun el
Congreso que aprobó la 14ª En-
mienda autorizó la segregación
en las escuelas de Washington,
D.C., la capital de la nación. Más
aún, a medida que el entusiasmo
nacional por la Reconstrucción
fue decayendo en las décadas de
1870 y 1880, la Corte Suprema
interpretó con demasiada estre-
chez o, alegando inconstitucional-
idad, suprimió esas leyes de dere-
chos civiles que el Congreso
había adoptado.

Ascenso y caída de las leyes sobre
la segregación

La Corte Suprema posterior a la
Reconstrucción concedió también
el peso de su aprobación a las
leyes sobre la segregación. En el
caso Plessy vs. Ferguson (1896), la
Corte respaldó la autoridad de los
estados para requerir la segrega-
ción racial en vagones de ferroca-
rril y otras instalaciones públicas y
privadas, siempre que a los segre-
gados se les acomodara en otro
sitio “igual”. La conclusión de la
mayoría fue que las leyes de se-
gregación afectaban a blancos y
negros por igual y no infligían un
estigma de inferioridad a ninguna
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de las razas. Los estados podían
resolver también, con apego a la
razón, que esas leyes eran nece-
sarias para fomentar la paz y el
orden público.

Sólo estuvo en desacuerdo el
magistrado John Marshall Harlan,
quien había sido dueño de escla-
vos en Kentucky. Harlan se burló
de la idea que compartía la mayo-
ría, según la cual las leyes de se-
gregación daban el mismo trato a
los miembros de la raza blanca
dominante y a los ex esclavos, y
dijo que a su juicio, bajo las en-
miendas de la Reconstrucción,
“nuestra Constitución es daltónica
y ni conoce ni tolera [divisiones
de] clases entre los ciudadanos.
En lo que toca a los derechos
civiles, todos los ciudadanos son
iguales ante la ley”. La complici-
dad de la Corte al permitir que
los estados mantengan a los afro-
estadounidenses en situación de
casi esclavitud, auguró Harlan,
“será al cabo del tiempo tan per-
niciosa como la resolución de este
tribunal en el Caso Dred Scott”.

La doctrina de “separados pero
iguales”, tomada del caso Plessy,
persistió como el debido proce-
dimiento legal y sólo las formas
más flagrantes de discrimina-
ción racial fueron objeto de
alguna condena ocasional en
los tribunales. Sin embargo,
en las décadas de 1930 y
1940, la Corte Suprema em-
pezó a contemplar con una
mirada más crítica las leyes
de segregación y otras formas
conexas de discriminación
racial. La célebre opinión de
Fiske Stone ante la Corte, acer-
ca de la nota cuatro al pie de
página dirigida al magistrado
Harlan en el caso United States
vs. Carolene Products Co. (1938),
incluyó entre las leyes que podían
ser sometidas a estricta revisión
judicial “el prejuicio contra mino-
rías definidas y aisladas”. A pesar
de que la Corte adujo la necesidad
militar para mantener las sancio-
nes de la Segunda Guerra Mun-
dial contra los estadounidenses de
origen japonés, el magistrado
Hugo L. Black recalcó ante la ma-
yoría que “todas las restricciones
jurídicas que coartan los derechos
civiles de un solo grupo racial son
sospechosas de inmediato”. En sus
veredictos más significativos de esa
época, la Corte empezó a suprimir
la segregación en la educación de

postgrado y profesional. En el ca-
so Sweatt vs. Painter (1950) no sólo
concluyó que una escuela estatal
de derecho creada en fecha recien-
te para los negros era inferior a la
escuela de derecho de la Univer-
sidad de Texas exclusiva para los
blancos, sino resolvió también
que al determinar si las escuelas
segregadas eran iguales a las otras,
los tribunales debían tomar en
cuenta factores intangibles, ade-
más de los tangibles: “esas cuali-
dades [como el prestigio de la
institución] que no es posible
medir de modo objetivo, pero
que constituyen la grandeza de
una escuela de derecho”.

Impulsados por el rigor de la
interpretación de la Corte en este
caso, acerca de la doctrina “sepa-
rados pero iguales”, Thurgood
Marshall, quien era a la sazón el
abogado de la Asociación Nacio-
nal para el Progreso de la Gente
de Color (NAACP), y otros defen-
sores de los derechos civiles deci-

dieron que había llegado el mo-
mento de impugnar la doctrina
misma, sobre todo el supuesto de
que las instalaciones segregadas
podían ser iguales a las otras. Al
cabo de un largo litigio, la Corte
Suprema aceptó esta posición el
17 de mayo de 1954.

Según la opinión unánime del
tribunal en el caso Brown vs. Junta
de Educación y otros conexos, el
presidente de la Corte Suprema
Earl Warren concluyó que la asis-
tencia a las escuelas segregadas
por orden judicial creaba en los

niños de la minoría un sentimien-
to de inferioridad que afectaba
adversamente su capacidad de
aprender. Así pues, la educación
en esas escuelas nunca sería igual
que en las otras, ni cumpliría con
los requisitos de la garantía de
“igual protección” de la 14ª En-
mienda. En un segundo fallo uná-
nime pronunciado al año siguien-
te, en el caso Brown II, Warren, el
presidente de la Corte Suprema,
dio instrucciones a las cortes me-
nores y a las juntas escolares para
que procedieran a implementar la
integración en las escuelas públi-
cas con “deliberada celeridad”.

Antes que el presidente Warren
de la Corte Suprema se retirara,
en 1969, ese tribunal y las cortes
menores ya habían impugnado
también la segregación en otras
esferas de la vida nacional, e
incluso una ley del estado de Vir-
ginia que prohibía el matrimonio
entre personas de distinta raza.
Bajo las presidencias de Warren
Burger (1969-86) y William H.
Rehnquist (1986-), la Corte Su-
prema ha aprobado amplias facul-
tades remediadoras para los jue-
ces en demandas de integración
en escuelas, incluso la orden judi-
cial de que los estudiantes viaja-

ran juntos en los autobuses
para asegurar la integración de

las escuelas en barrios racial-
mente segregados, y la imposi-
ción de cuotas raciales en la
composición del estudiantado
y el personal administrativo.
Sin embargo, los magistrados
han hecho una clara distinción
entre la segregación de jure (ofi-

cial) y la segregación de facto (que
sólo es resultado de patrones

de vivienda segregada), y sos-
tienen que a esta última no la

prohíbe la Constitución. Por ma-
yoría de votos, se ha ordenado
que las cortes de justicia levanten
los decretos de integración en
cuanto se logre un grado sustan-
cial de cumplimiento en la con-
versión de un sistema escolar de
dos razas en un sistema unitario.
Por último, la Corte ha dispuesto
que la aplicación de la garantía de
“igual protección” de la 14ª En-
mienda se limite a las políticas
que tienen una intención discri-
minatoria y no sólo un impacto
racialmente desigual.

Al igual que el sistema de tri-
bunales de los EE.UU. fue a la
vanguardia en muchas formas
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para el logro de la igualdad racial,
la Casa Blanca y el Congreso han
creado también notables salvaguar-
dias contra ese tipo de discrimina-
ción. A raíz del rechazo nacional
a los choques violentos de la poli-
cía contra los defensores de los
derechos civiles que participaban
en las marchas de Birmingham,
Alabama, el gobierno de Kennedy
propuso una legislación de amplio
alcance sobre derechos civiles, que
el presidente Lyndon B. Johnson
impulsó a través del Congreso des-
pués del asesinato del presidente
Kennedy en 1963. Legislada bajo
la autoridad del Congreso para
regular el comercio interestatal y
ejecutar las disposiciones de la 14ª
Enmienda, la Ley de Derechos
Civiles de 1964 prohibió la discri-
minación racial y otras formas
conexas de discriminación en el
alojamiento público, el empleo y
los programas financiados con
fondos federales. La aplicación de
la última disposición fue más efi-
caz que cualquier orden judicial
para acelerar el proceso de inte-
gración de las escuelas públicas. A
raíz de la violencia registrada con-
tra los que marcharon a favor de
los derechos humanos en Alaba-
ma, el Congreso legisló la Ley de
Derechos de los Votantes de 1965,
proscribiendo los exámenes de
analfabetismo y otros que se apli-
caban a los votantes en los estados
con antecedentes de discrimina-
ción en el registro de electores, y
se exigió que esos estados obtuvie-
ran la “autorización previa” de
funcionarios federales para pro-
mulgar nuevas leyes electorales.
El estatuto de 1965 dio lugar a un
enorme aumento en el registro
de votantes afro-estadounidenses
en los estados del Sur y la dismi-
nución correspondiente del uso
de exhortaciones racistas en la
arena política. Más aún, por me-
dio de la Ley de la Vivienda Justa
de 1968, el Congreso dispuso que
se suprimiera la discriminación
en la mayoría de las transacciones
sobre vivienda.

Los derechos de todas 
las minorías

Por supuesto, los afro-estadouni-
denses no han sido los únicos que
han sufrido discriminación en los
Estados Unidos. La historia del
trato que este país ha dado a los
norteamericanos nativos es igual-

mente lamentable. Durante años,
el Congreso y los tribunales pro-
movieron la expansión hacia el
Oeste a expensas de los derechos
de propiedad de los indígenas,
confiscando sus tierras y aislándo-
los en reservaciones, a menudo
en precarias condiciones de vida.

Empero, a la postre se conce-
dió la ciudadanía y el derecho de
voto a los indios. Además, a partir
de la década de 1960 se moviliza-
ron grupos indígenas de derechos
civiles y obtuvieron victorias nota-
bles en la defensa de sus derechos
sobre la tierra, la caza y la pesca, y
aun en la protección de sus sitios
funerarios y otros lugares sagrados.
No obstante, en un caso impor-
tante ventilado en 1990, la Corte
Suprema se negó a conceder su
protección al uso ritual del peyote
por algunas tribus, y concluyó que
en los ritos religiosos es preciso
acatar leyes penales que son neu-
trales en el aspecto religioso, co-
mo la regulación sobre drogas.

Aun cuando no son una mino-
ría numérica en la población de
la nación, las mujeres estadouni-
denses, como las de la mayoría de
los países, han estado sometidas
por tradición a gran variedad de
impedimentos basados en suposi-
ciones sobre el género. Antes de
la adopción de la 19ª Enmienda a
la Constitución de los EE.UU. en
1920, los tribunales admitían en
forma rutinaria las leyes estatales
que negaban a la mujer el dere-
cho de voto. Un buen número de
las resoluciones más antiguas se
basaron en las leyes que prohi-
bían a la mujer el ejercicio del
derecho, la medicina y otras pro-
fesiones. De hecho, todavía en
1961, la Corte Suprema invocó
una ley de Florida que excluía a
la mujer del servicio en la judica-
tura, a menos que expresaran en
forma específica su deseo de ser-
vir. Sin embargo, el sexo difícil-
mente parece ser más relevante
que la raza, como una base justa
para la distribución de los benefi-
cios y las cargas del gobierno.
Igual que los afro-estadouniden-
ses, las mujeres fueron excluidas
larga y sistemáticamente del pro-
ceso político y, por ende, de la
oportunidad de tener el control
de su propio destino.

A partir de consideraciones de

ese tipo, el Congreso incluyó el
género entre las formas de discri-
minación en el empleo que pro-
híbe la Ley de Derechos Civiles
de 1964. El título IX de las En-
miendas Educacionales de 1972
prohibió la entrega de fondos
federales a las escuelas que dis-
criminen a sus estudiantes del
sexo femenino. En ese mismo año
y bajo la presión de la Organiza-
ción Nacional para la Mujer
(NOW por sus siglas en inglés) y
otros grupos, el Congreso propu-
so a las legislaturas estatales la ra-
tificación de la Enmienda sobre la
Igualdad de Derechos (ERA), dis-
poniendo que la “[i]gualdad de
derechos bajo la ley no sea dene-
gada ni coartada a causa del sexo,
por el gobierno de los Estados
Unidos o por el de cualquiera de
los estados”, y confiriendo además
al Congreso la facultad de poner-
la en vigor. A la postre, la ERA no
logró obtener la aprobación del
número de estados requerido y la
Corte Suprema se ha negado, en
general, a equiparar las clasifica-
ciones de género con las que se
refieren a la raza. Sin embargo, la
Corte descartó por primera vez
una ley sexualmente discriminato-
ria en 1971, basándose en el prin-
cipio de “igual protección”, y muy
pocos años después, la Corte con-
cluyó por mayoría de votos que
las leyes basadas en el género
eran “casi sospechosas” y sólo
debían ser invocadas con validez
si tenían un vínculo sustancial
con intereses importantes del
gobierno. En vista de que sólo las
mujeres pueden quedar embara-
zadas, el controvertido derecho
de aborto reconocido en el caso
Roe vs. Wade (1973) es interpreta-
do también por muchas mujeres
como una salvaguardia contra la
discriminación basada en el géne-
ro y como una garantía del dere-
cho individual a lo confidencial.

En términos generales, Estados
Unidos ha sido más renuente a
prohibir la discriminación basada
en la orientación sexual o a reco-
nocer el derecho de los adultos a
tener relaciones homosexuales
por voluntad propia. Un buen
número de ciudades, condados o
estados han incluido la preferen-
cia sexual entre las formas de
clasificación prohibidas, y unos
cuantos han llegado al extremo
de reconocer el matrimonio entre
homosexuales. En el caso Romer
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vs. Evans (1996), una mayoría de
6 a 3 en la Corte Suprema esgri-
mió la tesis de “igual protección”
para descartar una enmienda a la
constitución estatal que prohibía
todas las regulaciones actuales y
futuras encaminadas a proteger a
las personas de la discriminación
basada en la preferencia sexual.
Aun cuando no accedió a decla-
rar a los homosexuales como una
clase amparada por protección
especial, la Corte condenó la en-
mienda como un inaceptable
intento del estado de relegar a los
homosexuales a la categoría de
ciudadanos de segunda clase.

En 1971, la Corte de Burger de-
claró que la extranjería –condición
jurídica en la que se hallan los in-
migrantes ilegales– es constitucio-
nalmente sospechosa y prometió
someter a una revisión judicial
estricta las leyes que hacen distin-
ción entre los ciudadanos y los no
ciudadanos de los EE.UU. En deci-
siones ulteriores rechazó leyes que
concedían beneficios públicos
sólo a los ciudadanos. Al mismo
tiempo, los magistrados han acla-
rado que la promulgación de leyes
federales que hagan distinciones
entre ciudadanos y extranjeros
será digna de mayor atención que
la de sus homólogas estatales. Así
mismo, reconocieron una excep-
ción a la propuesta general de
dar el mismo trato a ciudadanos y
no ciudadanos, pues apoyaron
varios reglamentos por los cuales
los empleos públicos se deben
reservar sólo para los ciudadanos.

Desde la Segunda Guerra Mun-
dial, los veteranos y otros esta-
dounidenses discapacitados han
cabildeado en el Congreso en
busca de protección contra la dis-
criminación basada en esos impe-
dimentos. En 1990, una coalición
comprometida con esa legislación
convenció al Congreso de aceptar
la Ley sobre Estadounidenses Dis-
capacitados (ADA por sus siglas
en inglés). Después de definir a la
persona discapacitada como la
que padece una deficiencia física
o mental que limita una o más de
sus “actividades vitales”, la ley ga-
rantiza a esas personas el acceso a
instalaciones públicas, oportuni-
dades de empleo y servicios de
comunicaciones, al tiempo que
obliga a los empleadores y otros a
hacer las adaptaciones necesarias
para garantizar el logro de las
metas de dicha ley. La ADA ha

avanzado un gran trecho hacia la
reducción de los obstáculos que
los minusválidos encuentran en el
empleo, la educación y otros
entornos. Sin embargo, la Corte
Suprema ha interpretado estricta-
mente esas disposiciones en algu-
nas de sus resoluciones. Por ejem-
plo, en un caso de 1999, concluyó
por mayoría que la ADA no podía
obligar a una aerolínea a con-
tratar pilotos miopes, a pesar de
que su defecto pudiera corregirse.

El debate en torno a 
la acción afirmativa

Bajo Burger y Rehnquist, la Corte
se ha enfrentado también a un
asunto de discriminación que la
Corte de Warren no estuvo obli-
gada a confrontar, es decir, el con-
tencioso debate sobre “la acción
afirmativa”. En su afán de reme-
diar los efectos de los prejuicios
del pasado contra minorías racia-
les y mujeres, en el empleo y en la
educación superior, varias agen-
cias del gobierno y universidades
han creado desde los años 60 una
serie de programas que dan diver-
sos grados de preferencia a las
minorías y a las mujeres en las de-
cisiones sobre admisiones, emple-
os y oportunidades de progreso.
Los partidarios de esos programas
han dicho que no son más que
medidas temporales para garanti-
zar un trato justo a los miembros
de grupos que han estado someti-
dos a discriminación intencional
a lo largo de la historia, y hacer
más expedita la creación de una
sociedad realmente integrada.
Los partidarios de la acción afir-
mativa subrayaron, además, que
cuando los varones blancos, las
supuestas víctimas de esos progra-
mas, se quejaron de una “discri-
minación inversa”, este grupo tan
bien establecido difícilmente se
podía comparar con el de los
afro-estadounidenses y con otros
que por largo tiempo han estado
sometidos a maltrato a causa de
su raza o color y que, por lo tan-
to, hoy son merecedores de pro-
tección judicial especial. Además
de argumentar que los programas
de acción afirmativa eran una
“discriminación inversa” anticons-
titucional, los críticos adujeron
que dicha acción era contraria al

concepto de la Constitución “dal-
tónica”, transgredía el principio
del progreso basado en los méri-
tos, agravaba las pugnas raciales y,
tal vez, generaba sentimientos de
inferioridad en las personas a las
que pretendía ayudar.

a reacción de la Corte Supre-
ma a las demandas judiciales
que impugnan los programas

de acción informativa ha sido am-
bigua. En su primer caso impor-
tante, Miembros de la Junta Directiva
de la Universidad de California vs.
Bakke (1978), la Corte se encon-
tró con un sistema de cuotas en el
que 16 de las 100 plazas de pri-
mer año estaban reservadas para
solicitantes miembros de minorías,
en una escuela estatal de medici-
na. El magistrado Lewis Powell,
quien expresó la opinión princi-
pal en el proceso, tuvo un papel
en verdad crucial en el fallo de la
Corte. Hablando en su nombre y
el de otros cuatro magistrados,
Powell rechazó la cuota impugna-
da. Según la conclusión del ma-
gistrado, todas las clasificaciones
raciales estarían sujetas a un
estricto escrutinio judicial, no
importa cuál sea la raza afectada;
y ningún interés convincente
podía justificar una política de
admisiones basada sólo en la raza.
No obstante, Powell y un grupo
de otros cuatro magistrados sostu-
vieron también que el interés de
un estado por asegurarse una
población estudiantil diversa era
un motivo lo bastante convincen-
te para justificar que la raza sea
tomada en cuenta, junto con
otros factores, en las decisiones
sobre la admisión de estudiantes.

En el caso Trabajadores siderúrgi-
cos vs. Weber, juzgado al año si-
guiente, la Corte Suprema apoyó
por mayoría la decisión conjunta
de una compañía y su sindicato
de trabajadores, por la cual con-
cederían el 50 por ciento de cier-
tas plazas a miembros de mino-
rías, hasta que el porcentaje de
éstas entre los trabajadores se
aproximara a la proporción que
corresponde a las mismas en la
fuerza de trabajo de la región.
Brian Weber, el trabajador blanco
que impugnó la cuota de la com-
pañía, alegó en primer lugar que
ésta violaba las disposiciones de la
Ley de Derechos Civiles de 1964
contra la discriminación en el
empleo. A pesar de todo, la Corte
concluyó por mayoría que la in-
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tención de la legislación no era
impedir la decisión voluntaria de
una compañía que opta por apli-
car una cuota racial a fin de corre-
gir los efectos de la discriminación
en el empleo ejercida en el pasa-
do, en una región determinada.

La oposición reciente de la
Corte a la acción afirmativa se ha
extendido también al proceso de
elección. En el caso Shaw vs. Hunt
(1996) y en otros veredictos, la
Corte permitió que los votantes
blancos impugnaran a los distritos
del Congreso conocidos como de
mayoría-minoría, a partir de los
cuales se elige a los miembros de
la Cámara de Representantes de
los Estados Unidos. Bajo la presión
del Departamento de Justicia, des-
pués del censo nacional de 1990,
varios estados habían creado distri-
tos en los que los estadounidenses
de origen africano o hispano eran
la mayoría de los electores; en esos
distritos, los candidatos de mino-
rías tenían más probabilidades de
ser elegidos al Congreso. En cierto
modo, la Corte ha favorecido a
esos distritos especiales al afirmar
la constitucionalidad de las en-
miendas hechas en 1982 a la Ley
de Derechos de los Votantes de
1965. Según esas enmiendas, las
leyes electorales son inválidas no
sólo cuando tienen un propósito
discriminatorio, sino también
cuando su efecto consiste en debi-
litar la posibilidad de que los vo-
tantes pertenecientes a minorías
elijan a los candidatos de su prefe-
rencia. Sin embargo, por escasa
mayoría, la Corte Suprema ha con-
cluido también que los distritos de
mayoría-minoría son inconstitucio-
nales si el fin para el cual se esta-

blecen es la meta eminentemente
racial de asegurar la elección de
candidatos de una minoría.

El credo de la igualdad individual

La lucha por poner fin a la discri-
minación contra las minorías en
los Estados Unidos se ha desarrolla-
do, sobre todo, en los tribunales de
justicia, en las legislaturas estatales
y en el Congreso. Estos esfuerzos
han tenido éxito por dos razones.
Una de ellas es el estado de dere-
cho y la convicción predominante
del pueblo estadounidense de que,
aun cuando un individuo o grupo
no esté de acuerdo con las conclu-
siones de los tribunales o las legis-
laturas al crear políticas, los ciuda-
danos están obligados a obedecer
esas políticas. Si no están de acuer-
do con una política o una ley, cabil-
dean en las legislaturas e interpo-
nen demandas en las cortes, en vez
de causar alborotos en las calles.

La segunda razón es que la reli-
gión cívica de los Estados Unidos,
tal como está contenida en la Cons-
titución, la Declaración de Inde-
pendencia y una larga tradición de
legislaturas y tribunales, sostiene
que todas las personas han sido
creadas iguales y tienen derecho al 

mismo grado de protección bajo
la ley. Aun en caso de que a
algunos estadounidenses, en forma
individual, no les agraden determi-
nados grupos por el color de su
piel, su estilo de vida o su idioma,
el credo generalizado de la igual-
dad de los individuos obliga a los
norteamericanos a confrontar sus
propios prejuicios. Pese a que la
nación no se ha librado aún de su
historia de discriminación contra
ciertos grupos, a la postre se ha
comprometido públicamente a
poner fin a todos los vestigios de
prejuicios raciales y de otro tipo.

A pesar de que estas dos convic-
ciones –del estado de derecho y de
la igualdad individual– pueden
estar muy relacionadas con la expe-
riencia histórica de los Estados
Unidos, la regla general es aplica-
ble en todas partes: los individuos
deben ser tratados en un plano de
igualdad bajo la ley. Si no es así, la
nación se estará exponiendo a un
conflicto civil. ■
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